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Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por el abogado Germán Darío Serna Toro frente al auto del 9 de febrero último, por medio del cual el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas decidió el incidente sobre regulación de honorarios que propuso en el proceso de expropiación promovido por el Instituto Nacional de Concesiones “Inco” contra el señor Wilson Tamayo Valencia, de quien fue su apoderado.

ANTECEDENTES

La respectiva solicitud la elevó en razón a que el demandado le revocó el poder que inicialmente le había otorgado para que lo representara en el referido proceso y para sustentarla expresó que mediante contrato de prestación de servicios que ambos suscribieron,  se pactó en $5.000.000 el valor de sus honorarios profesionales, los que debían serle cancelados a la firma el respectivo poder, pero sólo ha recibido $1.200.000; que además convinieron por el mismo concepto una suma equivalente al 20% sobre la propuesta que le hiciera al demandado la parte demandante, la que no se le ha entregado a pesar del  trabajo ejecutado. 
ACTUACION PROCESAL
Mediante auto del 14 de agosto del año pasado el Jugado Civil del Circuito de Dosquebradas ordenó correr traslado de la respectiva solicitud al señor Wilson Tamayo Valencia. Oportunamente, por conducto de apoderada judicial, se pronunció. Reconoció la existencia del contrato de prestación de servicios que celebró con el incidentante, aunque adujo que éste incumplió las cláusulas concernientes a las obligaciones que como apoderado le correspondían, porque dejó vencer términos, no lo mantuvo informado sobre el curso del proceso, no contestó sus llamadas y en repetidas oportunidades se enteró de las actuaciones procesales por las visitas que hizo al juzgado; que tampoco actuó hasta la terminación del proceso para el cual fue contratado y por ello no puede pretender reconocimiento de sumas de dinero derivadas de los valores obtenidos por él.  Pide se niegue su petición.
PROVIDENCIA APELADA

El despacho judicial del conocimiento, por auto del 9 de febrero último, luego de establecer que al promotor del incidente le fue revocado el poder y que había pactado con su cliente, en un contrato de prestación de servicios, los honorarios correspondientes a su gestión, decidió acceder a la regulación de honorarios pedida fijándolos en $1.200.000.  Consideró el funcionario que esa suma resultaba suficiente toda vez que sólo actuó dentro de la primera etapa procesal, de las cuatro en que dividió el proceso, pues se limitó a responder la demanda.  En relación con el monto adicional del 20% sobre los valores obtenidos por el mandante, dijo que no podían tenerse en cuenta porque al momento de la decisión no existía oferta alguna por parte de la entidad demandante.
APELACIÓN 

Lo interpuso el incidentista porque considera injusta, ilegal y desproporcionada la regulación que de sus honorarios se realizó, ya que no se limitó a adelantar tramites judiciales sino  extrajudiciales y administrativos en Dosquebradas, Pereira y Bogotá, los que no se tuvieron en cuenta al momento de fijarlos; indica que no tiene sustento el hecho de haberse dividido el proceso en cuatro etapas para establecer el monto sobre los cinco millones de pesos inicialmente pactados por los enfrentados, suma que debía entregarse al momento de la firma del poder y que no puede desconocerse porque el arreglo hecho es ley para las partes; transcribe jurisprudencia de esta Sala relacionada con la fijación unas agencias en derecho y pide se revoque la decisión del a-quo para lo cual deberán regularse los honorarios sobre la base mínima de $5.000.000.

CONSIDERACIONES:

El artículo 69 del Código de Procedimiento Civil, prevé:

“Con la presentación en la secretaría del despacho donde curse el asunto, del escrito que revoque el poder o designe nuevo a o sustituto, termina aquél o la sustitución, salvo cuando el poder fuere para recursos o gestiones determinadas dentro del proceso.

“El apoderado principal o el sustituto a quien se le haya revocado el poder, sea que esté en curso el proceso o se adelante alguna actuación posterior a su terminación, podrá pedir al juez, dentro de los treinta días siguientes a la notificación del auto que admite dicha revocación, el cual no tendrá recursos, que se regulen los honorarios mediante incidente que se tramitará con independencia del proceso o de la actuación posterior. El monto de la regulación no podrá exceder del valor de los honorarios pactados...”
La situación fáctica que marca la pauta en esta clase de incidentes para que proceda su trámite es la revocatoria que del poder otorgado se haga al apoderado principal o al sustituto y que el incidente se proponga de manera oportuna. Ambos presupuestos se encuentran satisfechos, toda vez que como lo acredita el documento que obra a folio 154 del cuaderno No. 1, el señor Wilson Tamayo Valencia otorgó un nuevo poder a profesional del derecho diferente a quien lo venía representando y dentro de la oportunidad prevista por la norma transcrita, se inició el incidente de cuya decisión ahora se ocupa la Sala.

Verificados los puntos anteriores ha de decirse que la regulación de honorarios tiene como fin primordial que el juez que conoce de un proceso determine a cuánto asciende el valor de la remuneración del abogado, atendiendo factores como la índole, cantidad, calidad e intensidad de la gestión ejecutada dentro del trámite; esto, siempre que las partes no logren llegar a un acuerdo sobre su cuantía.
Se acreditó en el trámite incidental que Wilson Tamayo Valencia y Germán Darío Serna Toro suscribieron, el 22 de marzo de 2007, contrato de prestación de servicios, por medio del cual el último representaría al primero en los procesos de enajenación voluntaria o de expropiación judicial del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 294-55351 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas. Por concepto de honorarios acordaron la suma de $5.000.000 a la firma del poder, no reembolsables y el 20% más IVA de todos los valores obtenidos por el poderdante a partir de la propuesta hecha por el Instituto Nacional de Concesiones –INCO-, contenido en el oficio 2860 del 5 de marzo de 2007. (folio 1 cuaderno en fotocopias No. 2).
Se probó además que el citado abogado adelantó una serie de trámites extrajudiciales ante el Instituto demandante, relacionados con el asunto materia de litigio y fue así como objetó la propuesta que le formularon al demandado y les hizo una contrapropuesta, todo lo cual fue tenido en cuenta por la citada entidad al ordenar la expropiación por motivos de utilidad pública o interés social, como lo acreditan los documentos que obran a folios 9, 10, 11, 12 a 19, 20 y 30 a 39 del cuaderno de copias del incidente.

También se demostró que en ejercicio del mandato conferido, el apoderado actuó con tal calidad hasta el 25 de junio de 2008, cuando su poderdante presentó en la secretaría del juzgado el escrito por medio del cual otorgó poder a otra persona para que continuara su representación. Para entonces, ya se había dado respuesta a la demanda y proferido el fallo de primera instancia que impugnó el incidentista, aunque el recurso se declaró desierto porque no suministró las expensas necesarias para expedir las copias que debían remitirse al superior, en razón al efecto devolutivo en que se concedió la apelación.  

El trámite posterior, previsto por los artículos 456 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, corresponde al avalúo del inmueble expropiado, a su entrega y la de la respectiva indemnización, que con motivo de la revocatoria del poder no adelantará el peticionario.
Su gestión efectiva fue la de adelantar los trámites administrativos atrás referenciados y responder la demanda, porque en esta clase de procesos no es posible formular excepciones y tampoco se abre el proceso a pruebas, ni se da oportunidad para formular alegatos de conclusión de conformidad con el artículo 454 del estatuto procesal civil.

Será entonces con fundamento en esa labor que se han de fijar los honorarios que reclama, teniendo en cuenta que el objeto del contrato sobre prestación de servicios profesionales incluía la representación judicial y extrajudicial del señor Tamayo Valencia, gestión que pudo adelantar hasta cuando se le revocó el poder, hecho del que además dieron cuenta los señores Sandra Patricia Aristizábal Cardona y Eliécer Perea Mosquera, en las declaraciones que rindieron en el curso del incidente.

Así las cosas, en razón a la labor que alcanzó a desempeñar el apoderado que representaba al demandado en este proceso, considera la Sala justo establecer sus honorarios en la suma de $5.000.000, porque alcanzó a cumplir casi totalmente el encargo para el que fue conferido el poder y en esas condiciones se modificará la providencia impugnada que los estableció en $1.200.000 después de dividir las etapas del proceso en cuatro que incluyen la de contestación de la demanda, la probatoria, de alegatos y la sentencia, y al concluir que el abogado solo atendió la primera, pues como se indicó en otro aparte de esta providencia, en esta clase de procesos la  segunda ni la tercera tienen cabida y por ende, no podía esa división servir de parámetro para establecer los honorarios reclamados; además porque atendió otros trámites extrajudiciales ante el Instituto Nacional de Concesiones –INCO-.

No se hará condena en costas en esta instancia porque no aparecen causadas.

Se ordenará compulsar copias de las piezas procesales que dan cuenta de la revocatoria del poder otorgado por el demandado a la abogada Patricia Bejarano Isaza, de su aceptación, del auto que le reconoció personería y de esta providencia, con destino a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, para que se investigue la falta en que la citada profesional haya podido incurrir, por la conducta descrita en el numeral 2º del artículo 36 de la Ley 1123 de 2007.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil-Familia, 

R E S U E L V E :

1º- MODIFICAR el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 9 de febrero de 2009, en el incidente propuesto por el abogado Germán Darío Serna Toro contra Wilson Tamayo Valencia. En consecuencia, los honorarios profesionales por la gestión que adelantó como apoderado del citado señor en el proceso de expropiación que en su contra instauró el Instituto Nacional de Concesiones –INCO-, se fijan en la suma de cinco millones de pesos ($5.000.000).

2º- Expídanse las copias de que da cuenta la parte motiva de esta providencia, con destino al Consejo Seccional de la Judicatura.
3º- Sin costas en esta instancia.
Notifíquese,

Los Magistrados,

Claudia María Arcila Ríos                          

Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
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